
JURISPRUDENCIAS EMITIDAS POR EL PLENO Y LAS SALAS 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIóN Y POR 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PUBLICADOS 
EN LA GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERA- 
C16N, DE ENERO A ABRIL DE 19%. 

ENERO 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ARRAIGO, ORDEN DE. N O  AFECTA L A  LIBERTAD PERSONAL. 

La orden jurisdiccional de arraigo que contempla el artículo 123 
bis del W i g o  Federal de Procedimientos Penales, no afecta la liber- 
tad personal propiamente dicha, a que se refiere el artículo 130 de la 
Ley d e  Amparo, sino tan sGlo la libertad de tránsito del destinatario 
de  la misma, regulada por el artículo 11 de la Constitución General de 
la República. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.lo.P. J/12 

Queja 33/97. Víctor Manuel Salazar Huerta. 5 de agosto de 1997. Unani- 
midad de  votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Ramos. Secretaria: Celia Gar- 
cía Luna. 

Queja 61/98. José Fernando Peña Garavito. 25 de agosto de 1998. Unani- 
midad de votos. Ponente: Elvia Díaz de León de López. Secretaria: Celia 
García Luna. 

Queja 73/98. Salvador Giordano Gómez. 5 de octubre de 1998. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: Elvia Díaz de Le& de López. Secretaria: Celia 
García Luna. 

Queja 85/98. Francisco García González. 10 de noviembre de 1998. Unani- 
midad de votos. Ponente: Elvia Díaz de León de López. Secretaria: Celia 
García Luna. 

Queja 89/98. Agente el Ministerio Público Federal adscrita al Juzgado No- 
veno de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal. 10 de noviembre 

* En esta sección colabora Leticia Vargas, investigadora cn el Instituto de Invcs- 
ti:aciones Jurídicas de la UNAM. 
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278 JURISPRUDENCIA 

de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elvia Díaz de León de López. Se- 
cretaria: Celia García Luna. 

Nota: Sobre el tema tratado existe denuncia de contradiccióii de tesi\ riiitiie- 

ro 3/99, pendieiite de rcsoller cii la Priiiicia Sala. 

COMPETENCIA PARA CONOCER EN AMPARO INDIRECTO DE 
RESOLUCIONES DICTADAS POR U N  T R I B U N A L  U N I T A R I O  
DE CIRCUITO. CORRESPONDE A O T R O  TRIBUNAI. I)E LA 
MISMA JERARQUfA Y N O  A UN JUEZ DE DISTRITO. 

Aun cuando existe discrepancia entre lo dispuesto por el ;trtíciilo -12, 
pánrafo segundo, de la Ley de Amparo, y lo que establece el articu- 
lo 29, fracción 1, de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, porque 
en el primero se previene que para conocer de los juicios de ampiro 
que se promuevan contra actos de un Tribunal Unitario de Circuito, 
es competente el Juez de Distrito que, sin pertenecer a su jui-isdicción, 
esté más próximo a la residcncia de aquél, y en el segundo, que la coni- 
petencia corresponde al Tribunal Unitario de Circuito más prbximo 
al que emitió el acto reclamaclo,; sin embargo, atendiendo al principio 
de la supremacía constitucional, contenido en el artículo 133, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la competen- 
cia debe recaer en el Tribunal Unitario de Circuito, porquc el artícu- 
lo 107, fracción XII, de la propia Constitución, expresamente dispone 
que la competencia para conocer de resolucio~nes dictadas por un 
Tribunal Unitario de Circuito, corresponde al Tribunal Unitario de 
Circuito más próximo; y por tanto debe prevalecer la disposición cons- 
titucional, y la acorde con Csta, que establece el artículo 29, fracción 1, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, porque dicho numeral 
tiene como base de sustentación, lo que expresamente dispone la Cons- 
titución. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEI. OCTAVO CIRCUITO 
VI11.10. J/5 

Competencia 2/95. Suscitada entre el Juzgado Primero de Distrito en La 
Laguna, con residencia en Torreón, Coahuila y el Tercer Tribunal Unitario 
del Décimo Séptimo Circuito, con residencia en Chihuahua, Chih. 6 de octu- 
bre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Guadalupe Cabra1 Parra. 
Secretario : Gilberto Andrés Delgado Pedroza. 

Competencia 5/95. Suscitada entre el Primer Tribunal Unitario del Octavo 
Circuito, con residencia en la ciudad de Torreón, Coah. y el Juzgado Cuarto 
de Distrito en el Estado de Nuevo León, con residencia en la ciudad de Mon- 
terrey, N. L. 11 de diciembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Mar- 
co Antonio Arroyo Montero. Secretario: Julio Jesús Ponce Gamiño. 
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Competencia 6/95. Suscitada entre el Primer Tribunal Unitario del .Déci- 
mo Séptimo Circuito, con residencia en la ciudad de Chihuahua, Chih. y el 
Juzgado Primero de Distrito en La Laguna, con residencia en la ciudad de 
'Torreón, Coah. 11 de diciembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 
Alicia Guadalupe Cabral Parra. secretario: Gilberto Andrés Delgado Pedroza. 

Competencia 1/96. Suscitada entre el Juzgado Segundo de Distrito en La 
Laguna, con residencia en la ciudad de Torreón, Coah. y el Primer Tribunal 
Unitario del Décimo Séptimo Circuito, con residencia en la ciudad de Chi- 
huahua, Chi. 14 de marzo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: René 
Silva de los Santos. Secretaria: Martha Guadalupe Ortiz Polanco. 

Competencia 3/96. Suscitada entre el Juzgado Segundo de Distrito en el 
Estado de Durango, con residencia en la capital del mismo nombre, Juzgado 
Primero de Distrito en el Estado de Nuevo León, con residencia en la ciudad 
de Monterrey, N. L. y el Primer Tribunal Unitario del Octavo Circuito, con 
residencia en la ciudad de Torreón, Coah. 19 de junio de 1996. Unanimidad 
de votos. Ponente: Alicia Guadalupe Cabral Parra. Secretario: Francisco J. 
Rocca Valdez. 

Véase: Semanario Judicial de la Federacidn y su Gaceta, novena época, tomo 
VIII, julio de 1998, pagina 29, tesis P./ J. 31/98, de rubro: "TRIBUNALES UNI- 
TARIOS DE CIRCUITO. SU COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO NO SE LIMITA A LA MATERIA PENAL". 

FUNDAMENTA CZ6N Y M0 TZVACIóN, N O  EXISTE CUANDO 
EL ACTO N O  SE ADECUA A LA NORMA EN QUE SE APOYA. 

Todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y moti- 
vado, de manera que si los motivos o causas que tom6 en cuenta el 
juzgador para dictar un proveído, no se adecuan a la hip6tesis de la 
norma en que pretende apoyarse, no se cumple con el requisito de 
fundamentaci0.n y motivación que exige el artículo 16 constitucional, 
por tanto, el acto reclamado es violatorio de garantías. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/123 

Amparo en revisión 383/88. Patricia Eugenia Cavazos Morales. 19 de  enero 
de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vi- 
cente Martínez Sánchez. 

Amparo directo 7/96. Pedro Vicente López Miro. 21 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. Se- 
cretario: Enrique Baigts Muñoz. 

Amparo directo 150/96. María Silvia Elisa Niño de Rivera Jiménez. 9 de 
mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martí- 
n a  Cardiel. Secretario: José Carlos Rodríguez Navarro. 

Amparo directo 5 18/96. Eduardo Frausto Jiménez. 25 de septiembre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: E* 
rique Baigts Muñoz. 
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Amparo en revisión 578/97. Calixto Cordero Amaro. 30 de octubre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Zapata Huesca. 

Vkase: Al>éndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, tomo VI. 
Materia Comdn, página 175, tesis 260, de rubro: "FUNDAMENTACIÓN Y MO- 
TIVACIÓN". 

HEREDEROS AB INTESTATO, PRUEBA DEL PARENTESCO DE 
LOS. & \ !  

Tratándose de la justificación del parentesco con e1 clc C Z L ~ U S  por par- 
te de sus descendientes, no puede exigirse que necesariamente aporten 
las constancias del Registro Civil que lleven a ese resultado, en caso 
de falta de las mismas o que no hayan sido inscritos, pues si bien el 
artículo 39 del código de la materia estatuye que el estado civil se 
acredita por aquel medio, y que ningún otro documento o medio de 
prueba es admisible para el caso, ello debe entenderse que rige cuando 
se trata de justificar la filiacibn para todos los efectos legales, pero 
no en cuanto hace al derecho a suceder por herencia, pues en este 
evento, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 801 del C& 
digo de Procedimientos Civiles, los descendientes podrán demostrar su 
parentesco con la prueba que legalmente sea posible, como puede ser 
la testimonial, porque es así reconocida por la ley, independiente- 
mente de su utilidad, conforme al mismo precepto, como justificación 
de que el interesado o las personas que designe, son los únicos here- 
deros. 

TERCER CIRCUITO COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.3o.C. J/19 

Amparo en revisión 743/85. Secretaría de Salubridad y Asistencia. 29 de 
agosto de 1985. Unanimidad de votos. Ponente: José Becerra Santiago. Se- 
cretario: Gustavo Sosa Ortiz. 

Amparo en revisión 1373/94. Beneficencia Pública. 31 de agosto de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Rojas Aja. Secretario: Arnulfo Moreno 
Flores. 

Amparo en revisión 2633/97. La Beneficencia Pública administrada por la 
Secretaría de Salud. 21 de mayo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: 
JosC Becerra Santiago. Secretario: Heriberto Pérez Reyes. 

Amparo en revisión 63/97. La Beneficencia Pública administrada por la Se- 
cretaría de Salud. 29 de mayo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Luis García Vasco. Secretario: Pedro López Martínez. 

Amparo en revisión 3143/98. La Beneficencia Pública administrada por la 
Secretaría de Salud. 20 de octubre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Angel Castañeda Niebla, secretario de tribunal autorizado por el Pleno 
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del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Ma- 
gistrado. Secretario: Heriberto Pérez Reyes. 

Véase: Semanario Judicial de la Federacidn, quinta época, tomo CXXVII, pA- 
gina 853, tesis de rubro: "HEREDEROS AB INTESTATO, PRUEBA DE SU 
PARENTESCO CON EL DE CUJUS (LEGISLACIóN DEL ESTADO DE HI- 
DALGO)". 

INCIDENTE DE LIQUIDACION DE INTERESES. C O N T R A  L A  
INTERLOCUTORIA QUE LO RESUELVE. PROCEDE EL RE- 
CURSO DE APELACION. 

Conforme a la actual redacción del artículo 1348 del Código de Co- 
mercio, la interlocutoria que resuelve un incidente de liquidación es 
apelable cn el efecto devolutivo. Ahora, si se exige en la vía mercantil 
ejecutiva y en ejercicio de la acción cambiaria directa el cobro de un 
pagaré y accesorios, no se trata de créditos otorgados mediante algún 
contrato celebrado con anterioridad a las reformas del veinticuatro 
de mayo de mil novecientos noventa y seis, y por consiguiente, en esos 
casos no se aplican tales refo-S, pues la acción ejercitada fue por 
el incumplimiento del pago de un título de crédito, no surtiéndose la 
hipótesis del artículo lo. transitorio invocado. Así, el juicio de amparo 
resulta improcedente acorde a lo establecido por la fracción XIII del 
artículo 73 de la Ley de Amparo, ya que debió intentarse el recurso 
de apelación a través del cual podía obtenerse su modificación o revo- 
cacibn, y al no hacerlo, se inobservó el principio de definitividad que 
rige en el juicio de amparo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CII'IL 
DEL SEGUNDO CIRCUITO 
II.20.C. J/5 

Amparo en revisión 385/96. Jaime Rubí Estanes. 15 de enero de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Virgilio Adolfo Solorio Campos. Secretario: José 
Valdez Villegas. 

Amparo en revisión 385/97. Banca Cremi, S. A. 29 de abril de 1998. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Jorge Mano Prado Rebolledo. Secretario: Eva- 
risto González Barrera. 

Amparo en revisión 10/98. Jorge Luis Navarro Rodríguez. 20 de mayo de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secreta- 
rio: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 

Amparo en revisión 61/98. José Isabel Estrada García y otra. 17 de junio 
de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Virgilio A. Solorio Campos. Secre- 
tario: Faustino García Astudillo. 

Amparo en revisión 132/98. Carlos Vázquez García. 8 de septiembre de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre- 
tario : Everardo Shain Salgado. 
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Wpta: So,bre el tema tratado existe deninicia de contradicción de tcsis 11iin;c.i-o. 
37/97, pendiente de resolver en la Primera Sala. 

MARCAS, CONFUSIóN DE. A R T f C U L O  91, FRACCION Xb'III, 
DE LA LEY DE IhTVENCIONES Y MARCAS. 

Si en el caso a estudio no se presenta el problema de que sOlo h:i- 
bieran sido reservados determinados elementos de la marca, la regla 
aplicable, es que ambas marcas deben compararse en su conjunto, es 
decir, no deben seccionarse para determinar si alguna de sus partes 
es o no parecida a l a  otra marca, a menos de que ambas lo sean en 
toda su extensiún, sino que debe atenderse primordialmente al efecto. 
que producen. La exigencia legal se aplica porque lo que constituye 
las marcas es su conjunto y su aspecto general, de modo que la imi- 
tación se produce cuando dos marcas tienen en común casi todos sus 
elementos característicos, aunque existen diferencias entre los elemen- 
tos aisladamente considerados. Por lo tanto, es a las semejanzas y no  
a las diferencias a lo que se debe atender para determinar si hay imi- 
tacibn. La similitud entre dos marcas no depende fundamentalmente 
de los elementos distintos que aparezcan en ellas, sino de los elemen- 
tos semejantes, de manera que el juzgador debe guiarse primordial- 
mente por las semejanzas que resultan del conjunto de elementos que 
constituyen las marcas, porque de ello es de donde puede apreciarse 
la semejanza en grado de confusión de las marcas en cuestió~n y, de  
manera secundaria, por las discrepancias que sus diversos detalles pu- 
dieran ofrecer separadamente. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN RI>\TERIA ADhIISISI'RA'I'IVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 

I.3o.A. J/22 
Amparo en revisión 146/81. Laboratorios Miles de México, S. A. 7 de sep- 

tiembre de 1981. Unanimidad de votos. 
Amparo en revisión 746181. Intercontinental Hotels Corporation. 7 de scp- 

tiembre de 1981. Unanimidad de votos. 
Amparo en revisión 1829181. Hardy Spicer Limited. 15 de marzo de 1982. 

Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Amparo en revisión 60/82. Barco of California. 15 de mano de 1982. Una- 

nimidad de votos. 
Amparo en revisión 1459/79. Kern Foods, Inc. 3 de mayo de 1982. Unani- 

midad de votos. 
Amparo en revisión 3193/96. Marcas Asociadas, S. A. de C. V. 24 de octu- 

bre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseiior. 
Secretario: Jacinto Juárez Rosas. 
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ORDEN DE APREHENSIÓN, EFECTOS DE LA CONCECION DEI, 
AMPARO POR FALTA DE MOTIVACION DE LA.  

Aun cuando se hubiere concedido al quejoso el amparo liso y llano 
por no estar motivada la orden de aprehensión reclamada, es correcto 
el proceder del Juez de Distrito a quo al facultar a la responsable para 
emitir otra orden, si lo considera necesario y pertinente, con estricto 
apego a la ley. En efecto, la concesión del amparo en tales términos 
sólo deja sin efectos el auto que no fue correctamente fundado y mo- 
tivado, pero no impide a la responsable emitir otro en donde funde 
y motive su actuación, siempre y cuando existan los elementos indis- 
pensables para dictar la orden de captura consistentes en denuncia, 
acusación o querella de un hecho determinado que la ley castigue con 
pena corporal y declaración de persona digna de fe y otros datos 
que hagan probable la responsabilidad del indiciado; esto es así, ya que 
de lo contrario se entorpecería la persecución de los delitos, en per- 
juicio de la sociedad, pues por un error de autoridad al no fundar y 
motivar su actuación se dejaría de esclarecer un  hecho delictivo, si 
de autos constaren los elementos que exige el artículo 16 cmstitucio- 
nal para librar una orden de aprehensih. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/154 

Amparo en revisión 136/91. Rita Amador López. 16 de abril de 1991. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto 
Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 405/94. Miguel Ronquillo Huerta y otros. 29 de sep- 
tiembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramirez Goy- 
zueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 399/94. Pedro Ibarra Valderrábano. 5 de octubre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzue- 
ta. Secretaria: Laura Ivón Nájera Flores. 

Amparo en revisión 41 1/97. Javier Régules Marín. 13 de agosto de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Zapata Huesca. 

Amparo en revisión 558/98. Heleodoro Ortega Contreras. 22 de octubre de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo IV, julio-di- 
ciembre de 1989, segunda parte-2, pigina 639, tesis V1.10. J/19, de rubro: "OR- 
DEN DE APREHENSION CARENTE DE FUNDAMENTACION Y MOTIVA- 
CION, DEBE CONCEDERSE EL AMPARO TOTAL Y NO PARA EFECTOS" y 
ApCndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985, sexta parte, Tribu- 
nales Colegiados de Circuito, pigina 100, tesis 73, de rubro: "ORDEN DE APRE- 
HENSIúN CARENTE DE MOTIVACION Y FUNDAMENTACIÓN. AMPARO 
TOTAL Y NO PARA EFECTOS". 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1999. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


284 JURISPRUDENCIA 

PERSONAS MORALES OFICIALES. PUEDEN OCURRIR EN DE- 
MANDA DE AMPARO CUANDO ACTÚAN COMO PERSONAS 
DE DERECHO PRIVADO, PERO N O  CUANDO PRETENDEN 
DEFENDER ACTOS QUE EMITIERON EN SU CARACTER DE 
PERSONAS MORALES DE DERECHO PÚBLZCO. 

Es d e  explorado derecho q u e  el juicio constitucional tiene por obje- 
t o  resolver toda controversia q u e  se  suscite por leyes o actos de la  
autoridad pública que violen las garantias individuales; y que éstas, 
como derechos subjetivos públicos, s61o se otorgan a las personas físicas 
o morales y no a las autoridades; y a u n  cuando e l  art ículo 90. de la  
Ley de Amparo establece q u e  las personas morales oficiales pueden 
ocurrir  en demanda de amparo, es claro que se refiere a los intereses 

jurídicos del Estado cuando actúa como persona de derecho privado, 
pero se excluye el acceso a l  juicio constitucional a éste cuando preten- 
de defender sus actos q u e  emitió e n  su carácter d e  persona moral  d e  
derecho público, porque entonces ese es acto d e  autoridad, e n  t an to  q u e  
se produce de  manera unilateral e imperativa. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGl?SIhiO CIRCUITO 
Xx.10. 5/57 

Amparo directo 228/94. Oficial Mayor de Gobierno del Estado de Chiapas 
y coag. 21 de abril de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Mariano Her- 
nández Torres. Secretario: Luis Armando Mijangos Robles. 

Amparo directo 906/94. Oficial Mayor de Gobierno del Estado de Chiapas 
y coag. 26 de enero de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Mariano Her- 
nández Torres. Secretario: Noé Gutiérrez Diaz. 

Amparo directo 172/96. Rafael E. Solónano Penagos en su carácter de 
Sídico  Municipal del Consejo Municipal Electoral de San Cristóbal de las 
Casas, Chiapas. 3 de mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto 
Avendaño. Secretario: Manuel de Jesús Cruz Espinosa. 

Amparo directo 984/95. Secretario de Hacienda del Estado de Chiapas. 
23 de mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. 
Secretario: Víctor Alberto Jiménez Santiago. 

Amparo directo 504/97. José Francisco Molina Moreno, Delegado de Ha- 
cienda del Estado de Chiapas. 30 de abril de 1998. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Manuel Alcántara Moreno. Secretario: Noé Gutiérrez Díaz. 

Véase: Semanario Judicial dc la Federncidn, octava época, tomo IX, febrero de 
1992, página 202, tesis I.lo.A.17 K, de rubro: "IMPROCEDENCIA DEL AMPA- 
RO PEDIDO POR PERSONAS MORALES OFICIALES CUANDO ACTúAN 
CON EL CARACTER DE AUTORIDAD". 
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T f T U L O S  DE CRÉDITO. N O  PIERDEN SU NATURALEZA 
CUANDO SE DAN EN GARANTÍA.  

Los titulo8s de crkdito que contienen los requisitos que establece la 
ley para su suscripción, adquieren por ese solo hecho autonomía res- 
pecto del negocio que les dio origen, de modo que si además de tales 
requisitos se asienta en los documentos, que estos se dan en garantía, 
tal circunstancia no los priva de la característica citada, es decir, de 
tener independencia de la operación de la que han derivado, sino que 
únicamente se dará lugar, en el caso de que no hayan circulado, a que 
el obligado pueda oponer la excepción personal correspondiente, para 
lo cual debe demostrar con precisión la obligaci&n garanti~ada con el 
título y que ésta ya quedó cumplida previamente o que se resolvió por 
cualquiera de los medios legales, pero en modo alguno priva al tene- 
dor de los titulos de la acción ejecutiva. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/160 

Amparo directo 559/90. Ramón Cruz Aguda. 6 de m a m  de 1991. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretaria: María Roldán Sánchez. 

Amparo directo 239/97. Pablo Herrera Castro. 23 de abril de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata 
Huesca. 

Amparo directo 292/97. María Dolores Aguilar Gómez, por sí y por su re- 
presentación. 28 de mayo de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 
Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna. 

Amparo directo 441/98. Adrián Onofre Díaz Velasco. 13 de agosto de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Zapata Huesca. 

Amparo directo 729/98. Francisco Payán O&. 27 de noviembre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretaria: Myriain 
del Perpetuo Socorro Rodríguez Jara. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena epoca, tomo 
111, enero de 1996, página 234, tesis 1,h.C. J/6, de rubro: "TÍTULOS DE C m -  
DITO CON LA CLAUSULA EN GARANTÍA. NO PIERDEN SU NATURA- 
LEZA". 

ACCIONES D E  INCONSTITUCIONALIDAD 

ACCIdN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL PLAZO PARA IAT- 
TERPONERLA ES A P A R T I R  DEL D f A  SIGUIENTE DE LA PU- 
BLICACIdN OFICIAL 'DE L A  N O R M A  IMPUGNADA. 

El hecho de que la norma general impugnada haya iniciado su vi- 
gencia o se haya llevado a cabo el primer acto de aplicación de la 
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misma antes de su publicación, resulta irrelevante para efectos del 
cúmputo para la interposición de la acción de inconstitucionalidad, ya 
que conforme a los artículos 105, fracción 11, párrafo segundo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 60 de la ley 
reglamentaria de las fracciones 1 y 11 del precepto constitucional cita- 
do, el plazo para promoverla es de treinta dias naturales, contados a 
partir del día siguiente al en que la ley cuya invalidez se reclama fue 
publicada en el medio oficial correspondiente. 

P./J. 2/99 
Acción de inconstitucionalidad 1/98. Diputados integrantes de la XLVII 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 20 de octubre de 1998. Una- 
nimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiocho de enero 
en curso, aprobó, con el número 211999, la tesis jurisprudencial que antecede. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de enero de mil novecientos noventa y 
nueve. 

Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 1/98 aparece 
publicada en el Senlanario Judicial de  la Federacidiz y su Gaceta, novena bpoca, 
tomo VIII, noviembre de 1998, página 59. 

ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES PROCEDENTE EL 
CONCEPTO DE INVALIDEZ POR VIOLACIONES INDIRECTAS 
A LA CONSTITUCIóN POLfTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, SIEMPRE QUE ESTÉN VINCULADAS DE MODO 
FUNDAMENTAL CON L A  LEY RECLAMADA. 

Resulta procedente el estudio del concepto de invalidez invocado en 
una acción de inconstitucionalidad, si en él se alega contravención al 
artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con otras disposi- 
ciones, sean de la Constitución Local o de leyes secundarias, siempre 
que estén vinculadas de modo fundamental con el acto o la ley reda- 
mados, como sucede en el caso en que se invocan transgresiones a dis- 
posiciones ordinarias y de la Constitucih Local dentro del proceso 
legislativo que culminó con el ordenamiento combatido que, de ser 
fundadas, lo invalidaiían. Lo anterior es acorde con la finalidad perse- 
guida en el artículo 105 de la Carta Magna, de someter a la decisión 
judicial el examen integral de ~alidez de las leyes impugnadas. 

P./J. 4/99 
Acción de inconstitucionalidad 1/98. Diputados integrantes de la XLVII 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 20 de octubre de 1998. Una- 
nimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Genaro Da- 
vid Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 
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El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiocho de enero en 
curso, aprobó, con el número 4/1999, la tesis jurisprudencia1 que antecede. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de enero de mil novecientos noventa y 
nueve. 

Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconsitucionalidad 1/98 aparece 
publicada en el Seninnnrio Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, 
tomo VIII, noviembre de 1998, página 59. 

ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. ÚNICAMENTE SON 
APLICABLES LAS NORMAS PREVISTAS EN EL T f T U L O  11 DE 
LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y 11 DEL 
A R T f C U L O  105 CONSTITUCIONAL, EN AQUELLO QUE NO 
ESTE PREVISTO EN EL T f T U L O  111 DE DICHO ORDENA- 
MIENTO. 

Si bien es cierto que el artículo 65 de dicha ley reglamentaria hace 
una remisión a las causales de improcedencia de las controversias cons- 
titucionales, previstas por el articulo 19, autorizando, con ciertas excep- 
ciones, su aplicación en las acciones de inconstitucionalidad, ello no 
debe entenderse en el sentido de que las causales de improcedencia 
previstas para las controversias constitucionales deban aplicarse a las 
acciones de inconstitucionalidad en términos textuales. Por lo que se 
refiere a las controversias constitucionales se debe atender a los plazos 
que fija el artículo 21, mientras que el plazo para promover la acción 
de inconstitucionalidad está previsto en el artículo 60; es decir, para 
que se actualizara la causal de improcedencia prevista por el artícu- 
lo 19, fracción VII, de la ley reglamentaria, tratándose de una acción 
de inconstitucionalidad, resultaría necesario que la demanda no fuera 
promovida dentro del plazo de treinta daís naturales contados a partir 
del día siguiente de la publicación de la ley impugnada; no habiendo 
lugar a que se apliquen los supuestos que contempla el artículo 21, 
que exclusivamente se refiere a los plazos para la interposición de con- 
troversias constitucionales. En efecto, debe destacarse que en las accio- 
nes de inconstitucionalidad únicamente son aplicables las normas que 
se contienen en el título 11 de la ley reglamentaria, en todo aquello 
que no esté previsto en el título 111 de dicho ordenamiento jurídico, 
que regula el procedimiento relativo a las acciones de inconstituciona- 
lidnd, según se desprende del artículo 59, pues la ley reglamentaria, en 
su artículo 60, expresamente prevé los plazos en que se debe presentar 
In demanda en la vía de accihn de inconstitucionalidad, por lo que 
no resulta aplicable lo dispuesto por el artículo 19 de dicho ordena- 
miento. 
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P.JJ. 3/99 
Acción de inconstitucionalidad 1/98. Diputados integrantes de la XLVII 

Legislatura del Congreso del ~s t ado '  de ~o;elos. 20 de octubre de 1998. Una- 
nimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Alberto Gonzáiez Alvarez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiocho de enero 
en curso, aprobó, con el número 3/1999, la tesis jurisprudencia1 que antece- 
de. México, Distrito Federal, a veintiocho de enero de mil novecientos no- 
venta y nueve. 

Nota: La ejecutoria relativa a la acciGn de inconstitucionalidad 1/98 aparece 
publicada en el Seínanario Judicial de ln Federación y su Gaceta, novena época, 
tomo VIII, noviembre de 1998, pQgina 59. 

FEBRERO 

PRIMERA SALA 

EL JUICIO DE AMPARO. 

Si el quejoso reclama la inconstitucionalidad de un dispositivo legal 
como heteroaplicativo, con motivo del primer acto de ap1icació.n en 
su perjuicio, y no acredita su existencia, procede sobreseer en el juicio 
de garantías, por falta de interés jurídico, con fundamento en los ar- 
tículos 73, fracción V y 74, fracción ILI, de la Ley de Amparo. 

la./J. 4/99 
Amparo en revisión 1331/88. Grupo Industrial Saltillo, S. A. de C. V. 24 

de agosto de 1988. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Hugo Cha- 
pita1 Gutiérrez. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Amparo en revisión 1077/95. José Roberto Carvajal Lechuga, por sí y por 
Constructora Solar de Chihuahua, S. A. de C. V. 27 de octubre de 1995. 
Cinw votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Salomón Saavedra 
Dorantes. 

Amparo en revisión 104/96. José Humberto Nicolini Sánchez. 12 de abril 
de 1996. Unanimidad de cuatro votos. Ausentes: Juventino V. Castro y Cas- 
tro y Humberto Román Palacios. El Ministro Sergio Salvador Aguirre An- 
guiano fue designado por el Tribunal Pleno para integrar esta Sala en sesión 
de 5 de marzo de 1996. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegis. 
Secretario: Carlos Mena Adame. 

Amparo en revisión 2445/97. Transportes Tamanlipas, S. A. de C. V. lo. de 
julio de 1998. Cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: 
Urbano Martínez Hemández. 

Amparo en revisión 694/98. Gobierno del Estado de Hidalgo. 21 de octu- 
bre de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. 
Ponente : Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria : María Edith 
Ramírez de Vidal. 
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' Tesis de jurisprudencia 4/99. Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de veintisiete de enero de mil novecientos noventa y 
nueve por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente 
Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gu- 
diño Pelayo, Juzn N. Silva hkza y Olga Sánchez Cordero de Garcia Villegas. 

SEGUNDA SALA 

PERSONALIDAD EN MATERIA LABORAL. ANTES DE ACUDIR 
A L  AMPARO, DEBEN AGOTARSE LOS MEDIOS ORDINARIOS 
DE DEFENSA OPONIENDO LAS EXCEPCIONES Y DEFENSAS 
QUE ESTABLECE LA LEY RESPECTIVA. 

Los artículos 107, fraccion 111, incisos a) y b), de la Constitución 
Federal y 73, fracciones XIII y XIV, de la Ley de Amparo, establecen 
que el quejoso, previamente al ejercicio de la acción constitucional, 
debe agotar los medios ordinarios de defensa que prevén los preceptos 
aplicables, pues de no ser así, el amparo indirecto será improcedente, 
o el concepto de violación inoperante, en razón de que el juicio de 
amparo es un medio extraordinario de defensa y, por lo tanto, para 
acudir a él es necesario agotar, en la vía ordinaria, los recursos que 
procedan. Ahora bien, los artículos 762, fraccih 111, 763 y demás re- 
lativos de la Ley Federal del Trabajo, establecen que en materia de 
personalidad, dentro del juicio, las partes pueden impugnarla a tra- 
vés de la excepción o incidente que procedan y culmina con la in ta -  
locutoria relativa; tal defensa es necesaria para que la Junta se pro- 
nuncie sobre el tema, ya que si aquélla no se agota o ésta no decide, el 
amparo será improcedente. Los medios ordinarios de defensa están 
instituidos para que los afectados lo's hagan valer, conforme al princi- 
pio de definitividad del juicio de amparo, que es un medio extraor- 
dinario de defensa, de modo que si las partes no tuvieran la carga de  
agotar defensas, excepciones o recursos ante la autoridad responsable, 
el amparo se convertiría en un recurso ordinario y el Juez de amparo 
suplantaría las facultades de aquélla. 

2a./J. 8/99 
Contradicción de tesis 49/98. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito y los Tribunales Colegiados Primero del Déci- 
mo Sexto Circuito y Primero del Décimo Primer Circuito. 15 de enero de  
1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. 
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: José Gabriel Clemente Rodríguez. 

Tesis de jurispnidencia 8/99. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
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Tribunal, en sesión pública del quince de enero de mil novecientos noventa 
y nueve. 

Véase: Semanario Judicial de la Federacidn y su Gaceta, novena época, tomo 
IV, noviembre de 1996, pagina 137, tesis P. CXXXIV/96, de rubro: "PERSONA- 
LIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCION QUE DIRIME ESTA CUESTION, 
PREVIAMENTE AL FONDO, PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO (INTE- 
RRUPCION PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA PUBLICADA BAJO EL 
RUBRO 'PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESE- 
CHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR 
RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, DEBIENDO 
RECLAMARSE EN AMPARO DIRECTO CUANDO SE IMPUGN'4 LA SEN. 
TENCIA DEFINITIVA')". 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ALIMENTOS. EL MARIDO TIENE LA CARGA DE PROBAR QUE 
LA MUJER NO LOS NECESITA Y ÉSTA LA PRESUNCIóN DE 
REQUERIRLOS (LEGZSLACZON DEL ESTADO DE MÉXZCO). 

Tomando en consideración que conforme al artículo 150 del Código 
Civil del Estado de México, el marido debe dar alimentos a la mu- 
jer, y ésta sólo contribuir para los gastos de familia, cuando tiene bie- 
nes propios o desempeña algún trabajo, resulta claro que, cuando el 
marido sostiene que la mujer se encuentra en cualquiera de estos ca- 
sos de excepción, le corresponde la carga de la prueba, y si no  lo acre- 
dita, es evidente que debe prop~rcio~nar los alimentos a la mujer, que 
tiene a su favor la presunción de necesitarlos derivada del mismo man- 
damiento. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EX MATERIA CIVIL 
DEL SEGUNDO CIRCUITO 
II.20.C. J/6 

Amparo directo 225/97. Guillermo Colín Hernández. 2 de abril de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Solís Solís. Secretario: Agustín Archun- 
dia Ortiz. 

Amparo directo 31/98. Jaime Jaimes Arizmendi. 20 dc mayo de 1998. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Raúl Solís Solís. Secretario: Agustín Archundia 
Ortiz. 

Amparo directo 316/98. Jorge Avila Dorantes. 11 de agosto de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente : Virgilio A. Solorio Campos. Secretario : José 
Valdez Villegas. 

Amparo directo 610/98. Rodrigo Benito Ruiz Alejandro. 17 de noviembre 
de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Virgilio A. Solorio Campos. Secre- 
taria: Sonia Gómez Díaz González. 

Amparo directo 769/98. Emiliano Rogelio González Jiménez. 12 de enero 
de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Virgilio A. Solorio Campos. Secre- 
taria: Sonia Gómez Díaz González. 
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DEMANDA AGRARIA, SU CONTESTACIÓN PUEDE HACERSE 
POR ESCRITO O MEDIANTE COMPARECENCIA. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 178 de la Ley 
Agraria a la parte demandada asiste el derecho de contestar la deman- 
da original por escrito o mediante comparecencia, a más tardar en la 
audiencia de ley, por tanto, si se contesta por escrito la demanda agra- 
ria, se cumple con lo dispuesto en el citado precepto legal, consecuen- 
temente la no comparecencia en forma personal de la demandada a 
la audiencia de derecho, no puede tener como consecuencia el que se 
tenga por no contestada la demanda inicial y por confesadas las afir- 
maciones de la contraparte, máxime que si el procedimiento agrario 
le da facilidades al actor, en cuanto a que, el artículo 170 de la Ley 
Agraria le permite presentar su demanda por escrito o simple compa- 
recencia, asimismo debe ser para el damandado, atendiendo al princi- 
pio de igualdad de las partes. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DZCIMO SÉPTIMO CIRCUITO 
XV11.20. J/12 

Amparo directo 441/98. Delegado del Registro Agrario Nacional en el Es- 
tado de Chihuahua. 19 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponen- 
te: José Luis Gómez Molina. Secretario: Jorge Luis Olivares López. 

Amparo directo 400/98. Delegado del Registro Agrario Nacional en el Es- 
tado de Chihuahua. 3 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ángel Gregorio Vázquez González. Secretaria: Sara Olivia Gonzála Corral. 

Amparo directo 442/98. Delegado del Registro Agrario Nacional en el Es- 
tado de Chihuahua. 10 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ángel Gregorio Vázquez Gonzála. Secretaria: Sara Olivia González Corral. 

Amparo directo 403/98. Delegado del Registro Agrario Nacional en el Es- 
tado de Chihuahua. 7 de enero de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: 
Angel Gregorio Vázquez González. Secretaria: Natalia López López. 

Amparo directo 462/98. Delegado del Registro Agrario Nacional en el Es- 
tado de Chihuahua. 7 de enero de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ángel Gregorio Vázquez González. Secretaria: Natalia López López. 

VCase: Seimnario Judicial d e  la Federación y su Gaceta, novena época, tomo 
VI. octubre de 1997, página 737, tesis XXII,lo.24 A de rubio: "DEMANDA 
AGRARIA, CONTESTACIóN DE LA". 

ORGANIZACIONES AUXILIARES DEL CRÉDITO. REPRESEN- 
TANTES LEGALES DE LAS. 

Conforme al artículo 74 de la Ley General de Organiza~io~nes y Ac- 
tividades Auxiliares del Crédito, tanto las casas de cambio como las 
organizaciones auxiliares de crédito, realizan su objeto social por con- 
ducto de los funcionarios designados especialmente para tal efecto, de 
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cuyos actos responderán directa e ilimitadamente; infiriéndose de dicho 
precepto, que el mismo no solamente crea un marco de responsabili- 
dades hacia dichas casas de cambio u organizaciones, respecto de los 
actos realizados por sus funcionarios, sino que les otorgan también a 
éstos, la repre~entacid~n legal de dichas personas morales, en la medida 
en que sus pi-opios funcionarios y no cualquier empleado de las mis- 
mas realizan su objeto social. En consecuencia, la representación legal 
de estas personas morales iio corresponde como en las sociedades mer- 
cantiles únicamente a su administrador o administradores, sino que 
comprende también, a lo's funcionario's a quienes se autorice expresa- 
mente para realizar operaciones inherentes a su objeto social, lo que 
implica que el funcionario legalmente nombrado adquiere el carácter 
de representante legal de la persona moral, ya que con su firma la 
obliga, esto con independencia de que adicionalmente al mismo fun- 
ci~~nario se le otorguen facultades para la administración de bienes y 
asuntos judiciales, pues tales atribuciones son sin menoscabo de la re- 
presentadm que la propia ley le concede. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DiíCIMO CUARTO CIRCUITO 
XIV.20. J/19 

Amparo en revisión 24/98. José Rafael Palomeque Roche. 9 de julio de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secretario: 
Luis Manuel Vera Sosa. 

Amparo en revisión 180/98. María Estela Hemández de Ponce. 20 de agos- 
to de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo V. Monroy Góma. Secre- 
taria: María Isabel Cetina Rosas. 

Amparo en revisión 185/98. José Octavio Barragán Tenrreiro. 20 de agosto 
de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secre- 
tario: Luis Manuel Vera Sosa. 

Amparo en revisión 198/98. Rebeca Patrón Nocetti, José, Rebeca y Juan 
Carlos, de apellidos Iturralde Patrón. 9 de septiembre de 1998. Ponente: Fer- 
nando Amorós Izaguirre. Secretario: Luis Manuel Vera Sosa. 

Amparo en revisión 320/98. Augusto Iturralde Patrón. 9 de diciembre de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Paulino Mpez Millán. Secretaria: Ma- 
ría Isabel Cetina Rosas. 

PRUEBA C0Rrl;L;SIONAL. C UANIIO SU VALOR ES PREPONDE- 
R A N T E  FRENTE A LA TESTIMONIAL. 

La confesidn expresa de una de las partes respecto de un hecho con- 
trovertido, tiene valor proba toaio preponderante sobre el resultado de  
la testimonial que esa misma parte haya ofrecido, si se refiere a hechos 
propios del confesante que contradigan la declaracibn de los testigos. 
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TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TR.4lM JO 
DEL TERCER CIRCUITO 
1II.T. 5/30 

Amparo directo 46/91. David Cisneros Rebolledo. 15 de mayo de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretario: Constan- 
cio Carrasco Daza. 

Amparo directo 121/91. J. Jesús Sandoval Magaña, por sí y como gerente 
y administrador único de Almacenes de Ropa El Globo, S. A. 19 de junio 
de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretaria: 
Esperanza Rocío Gabriel. 

Amparo directo 278/91. Martín Solano Aguilur. 13 de noviembre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secreta- 
rio: Jorge Humberto Benítez Pimienta. 

Amparo directo 159/02. Guillerino Chávez Vurgas. 13 de mayo de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretaria: 
Esperanza Guadalupe Farías Flores. 

Amparo directo 232/92. Alberto Flores Balcázar. 11 de diciembre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús liodríguez Martínez. Secreta- 
rio: Ilubén Tomás Alcaraz Valdez. 

TESIS DE JURISPRUDENCIA Y EJECUTORIAS 

COMPETENCIA TERRITORIAL DE EXCEPCIÓN ( A R T f C U L O  
10, PARRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCE- 
DIMIENTOS PENALES). REQUISITO DE SEGURIDAD EN LAS 
PRISIONES. PARA EL TRASLADO DE UAT PROCESADO A UNO 
IIB MAXIAfA SEGURIDAD. 

Xo se justifica trasladar a un procesado :i un reclusorio de ~naxima 
seguridad, con la sola apreciación subjetiva del juzgador, sin motivo 
iaionable del que se pueda derivar que el centro de reclusión en el 
que se encuentra el procesado, no sea seguro para llevar a cabo el pro- 
CLYO penal de que se trate y se teina la evasi6n del mismo, pues si bien 
es cierto que existen prisiones de máxima seguridad que poseen ins- 
talaciones más seguras o sistemas más modernos, tainSién lo es que los 
ieclusorios preventivos fueron liedios precisamente para albergar a 
pe?~mas  sujetas a proceso y, por tanto, debe presumirse que cuentan 
con las inedidas iiecesarias de segui-idad para evitar la fuga de las acu- 
sados, pues de aceptar que al existir temor de que se evadan sin fun- 
clainentar y razonar tal delerininacióri, todas !as causas penales de los 
jwgtdos de  la Kepública serían susceptibles de renii:irse a las prisio- 
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nes d e  máxima seguridad para el  conocimiento d e  los Jueces Penales 
q u e  tienen competencia sobre ellos, por u n a  e s t i m a c i h  subjetiva del 
juzgador sin razonar a l  respecto, l o  q u e  no sería lógico n i  jurídico. 

la./J. 9/99 
Competencia 190/97. Suscitada entre el Juez Segundo de Distrito en Mate- 

ria de Procesos Penales Federales en el Estado de México y el Juez Tercero 
de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal. 6 de agosto de 1997. 
Cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Jesús Enrique 
Flores González. 

Competencia 303/97. Suscitada entre el Juez Segundo de Distrito en Mate- 
ria de Procesos Penales Federales en el Estado de México y el Juez Primero 
de Distrito en Mexicali, Baja Califomia. 17 de septiembre de 1997. Cinco 
votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez 
Villalba. 

Competencia 95/98. Suscitada entre el Juez Primero de Distrito en Mate- 
ria de Procesos Penales Federales en el Estado de  México y el Juez Décimo 
de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal. 6 de mayo de 1998. Una- 
nimidad de cuatro votos. Ausente: Josí: de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Humberto Román Palacios. Secretario: Alvaro Tovilla León. 

Competencia 234/98. Suscitada entre el Juez Quinto de Distrito en el Esta- 
do de Oaxaca, Oaxaca y el Juez Segundo de Distrito en Materia de Procesos 
Penales Federales en el Estado de México. 21 de octubre de 1998. Unanirni- 
dad de cuatro votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Secretario : Ismael Mancera Patiño. 

Competencia 408/98. Suscitada entre el Juez Tercero de Distrito en el Es- 
tado de Sonora y el Juez Tercero de Distrito m Materia de Procesos Penales 
Federales del Estado de México. 4 de noviembre de 1998. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Humberto Román Pa- 
lacios. Secretario: Jesús Enrique Flores González. 

Tesis de jxisprudencia 9/99. Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de tres de marzo de mil novecientos noventa y nueve por 
unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente Humberto 
Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, 
Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 

PRIMERA SALA 

DIVORCIO. SEPARACIdN DE LOS CdNYUGES POR MAS DE 
DOS AROS. COMO CAUSAL DE. N O  ES REQUISITO INDISPEN- 
SABLE L A  FECHA EXACTA DE SEPARACIdN. 

Del análisis de l a  causal de divorcio prevista e n  el art ículo 141, frac- 
ción XVII  del Código Civil del  Estado de Veracruz, equivalente a la 
q u e  contempla el artículo 267, f r a c c i h  XVII I  del Código Civil p a n  
el Distrito Federal, se desprende q u e  para acreditar e l  supuesto legal 
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contenido en la misma, consistente en la comprobación de la sepra- 
ción de los cónyuges por más de dos años, con independencia del 
motivo que haya originado la separación, no es requisito indispensa- 
ble establecer la fecha exacta en que sucedió la referida separació'n 
pues basta con que se acredite que ésta aconteció co'n un lapso mayor 
de dos años por cualquier medio de prueba que permita la ley, toda 
vez, que si se dio con exceso el periodo a que se refiere la hipótesis 
normativa, resultaría irrelevante establecer la fecha exacta de la sepa- 
ración. 

la./J. 7/99 
Contradicción de tesis 23/98. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y Octavo Tribunal Cole- 
giado en Materia Civil del Primer Circuito. 10 de febrero de 1999. Unanimi- 
dad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Humber- 
to Román Palacios; en su ausencia hizo suyo el asunto la hfinistra Olga 
Sánchez Cordero de Garcia Villegas. Secretario: Jesús Enrique Flores Gon- 
zález. 

Tesis de jurisprudencia 7/99. Aprobada por la Primera Sala de esta Su- 
prema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veinticuatro de febrero 
de mil novecientos noventa y nueve, por unanimidad de cinco votos de los 
señores Ministros: presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro 
y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánch~z 
Cordero de Gnrcía Villegas. 

ABRIL 

SEGUNDA SALA 

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PRESIDENTE DE L A  RE- 
PUBLICA. PRINCIPIOS QUE LA RIGEN. 

Según ha sostenido este Alto Tribunal en numerosos precedentes, el 
artículo 89, fracción 1, constitucional, faculta al presidente de la Re- 
pública para expedir normas reglamentarias de las leyes emanadas del 
Congreso de la Unión, y aunque desde el punto de vista material 
ambas normas son similares, aquéllas se distinguen de éstas básicamen- 
te, en que provienen de un órgano que al emitirlas no expresa la 
voluntad general, sino que está instituido para acatarla en cuanto di- 
mana del Legislativo, de donde, por definición, son normas subordi- 
nadas, de lo cual se sigue que la facultad reglamentaria se halla regida 
por dos principios: el de reserva de ley y el de subordinación jerár- 
quica a la misma. El principio de reserva de ley, que desde su apari- 
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cibn como reacción al poder ilimitado del monarca hasta su formu- 
laci6n en las constituciones modernas, ha encontrado su justificacibn 
en la necesidad de preservar los bienes jurídicos de mayor valía de los 
gobernados (tradicionalmente libertad personal y propiedad), prohíbe 
al reglamento abordar materias reservadas en exclusiva a las leyes del 
Congreso, como son las relativas a la definición de los tipos penales, 
las causas de expropiacibn y la determinacidn de los elementos de los 
tributos, mientras que el princiipo de subordinacih jerárquica, exige 
que el reglamento esté precedida por una ley cuyas disposiciones desa- 
rrolle, complemente o pormenorice y en las que encuentre su justifi- 
cación y medida. 

2a./J. 29/99 

Amparo en revisión 1948/94. Proveedora de Señales y Dispositivos para 
Tránsito, S. A. de C. V. 16 de junio de 1995. Cinco votos. Ponente: Juan 
Díaz Romero. Secretaria: Adriana Campuzano de Ortiz. 

Amparo directo en revisión 781/95. Maxie de México, S. A. de C. V. 30 de 
agosto de 1995. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: .Ale- 
jandro González Bemabé. 

Amparo directo en revisión 1924/96. Volkswagen de México, S. A. de C. V. 
19 de septiembre de 1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Sal- 
vador Aguirre Anguiano. Ponente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: 
Fortunata Florentina Silva Vásquez. 

Amparo en revisión 1719/97. Materiales Téllez de Acapulco, S. .4. de C. V. 
14 de noviembre de 1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro Da- 
vid Góngora Pimentel. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María 
Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Amparo en revisión 1763/98. Herramientas Truper, S. A. de C. V. 27 de 
noviembre de 1998. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secreta- 
ria: Fortunata Florentina Silva Vázquez. 

Tesis de jurisprudencia 29/99. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal en sesión privada del veintiséis de mar70 de mil novecientos noventa 
y nueve. 

REVISION EN AMPARO.  SI EN LOS AGRAVIOS SOLO SE ALE- 
GAN CUESTIONES QUE C O M B A T E N  L A  DESESTIMACION DE 
U N A  CAUSA DE SOBRESEIMZENTO Y N O  SUBSISTE E L  P R 9 -  
B L E M A  DE COPJSTITUCIONALIDAD DE U N  R E G L A M E N T O ,  
L A  COMPETENCIA P A R A  RESOLVER E L  RECURSO CORRES- 
PONDE A U N  T R I B U N A L  COLEGIADO Y N O  A UhTA S A L 4  DE 
LA SUPREMA C O R T E .  

Cuando en la demanda de amparo se reclama la inconstitucionalidad 
de un reglamento y en los agravios del recurso de revisión no subsiste 
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problema alguno referente a la constit~cio~nalidad del ordenamiento 
reclamado, el conocimiento de la revisión interpuesta contra la senten- 
cia corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito y no  a la 
Suprema Corte de Justicia, de conformidad con lo establecido por los 
artículos 107, fracció'n VIII, constitucional, 84, fraccibn 1, inciso a) y 
85, fracciípn 11, de la Ley de Amparo. 

2a./J. 31/99 
Amparo en revisión 1456/96. Héctor Flores Celis y otros. 6 de noviembre 

de 1996. Unanimidad de  cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pi- 
inentel. Ausente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María del Con- 
suelo Núñez de González. 

Amparo en revisión 1205/97. Pfaudler, S. A. de C. V. 8 de agosto de 1997. 
Cinco votos. Ponente: Guillernio 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Enrique 
Zayas Roldán. 

Amparo en rcvisión 3424/97. Televisa, S. A. de C. V. 20 de marzo de 1908. 
Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Alejandro Sánchez 
López. 

Amparo en revisión 2126/98. Roberto Zapata Gil. 30 de octubre de 1998. 
Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Jorge Carenzo Rivas. 

Amparo en revisión 2418/98. Sergio Fernández Mendom. 13 de noviembre 
de 1P98. Cinco votos. Ponente: hiariano Azuela Güitrón. Secretario: Hugo 
Guzniáii Lhpez. 

Tesis de  jurisprudencia 31/99. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintiséis de marzo de mil novecientos noven- 
ta y nueve. 

A C C I ó N  DE INCONSTITUCIONALIDAD. MATERIA ELECTO- 
R A L  PARA LOS EFECTOS DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO.  

En la reforma co~nstitucional publicada en el Diario Oficia81 de la 
Federczcibn el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa 
y cuatro, se instituyó este tipo de vía constitucional en el artículo 105, 
iraccicín 11, de la Constitucih Política d e  los Estados Unidos Mexi- 
canos, pero se prohibió su poceclencia en contra de leyes en materia 
electorai; con la reforma a dicho precepto fundamental publicada en 
el niis=o medio de difusión el veintidós de agosto de mil novecientos 
noventa y seis, se admitió la pi-ocetlencia de la acció,n en contra de 
este tipo de leyes. Con motivo de esta última reforma, la Ley Regla- 
mentaria de  las Fracciones 1 y 11 del ;irtículo 105 de dicha Cons t i tu -  
ciGn prevé reglas genéricas para la sustracción del procedimiento de 
1:i ;icc;tin de iiiconstitucio~nalidad y reglas eípecíficas cuando se impug- 
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nan leyes electorales. De una interpretación armónica y sistemática, ;?si 
como teleológica de los artículos 105, fracciihn 11, y 116, fracción IV, en  
relación con el 35, fracciones 1 y 11, 36, fracciones 111, IV y V, 41, 51, 
56, 60, 81, 115, fracciones 1 y 11, y 122, tercer párrafo, e inciso c),  base 
primera, fracciones 1 y V, inciso f) ,  todos de la propia Constitución, 
se llega al convencimiento de que las normas generales electorales no. 
d o  son las que establecen el régimen normativo de los piocesos elec- 
torales propiamente dichos, sino t ambih  las que, aunque contenitlas 
en ordenamientos distintos a una ley o círdigo electoral sustantivo, 
regulan aspectos vinculados directa o indirectamente co'n dichos pro- 
cesos o que deban influir en ellos de una manera o de otra, conio por 
ejemplo, distritació'n o redistritación, creación de Organos administra- 
tivos para fines electorales, organización de las elecciones, financia- 
miento público, comunicaciún social de los partidos, límites de las. 
erogaciones y montos máximos de aportaciones, delitos y faltas admi- 
nistrativas y sus sanciones. Por 10 tanto esas normas pueden impugnar- 
se a través de la acción de inconstitucionalidad y, por regla general, 
debe instruirse d procedimiento correspondiente y resolverse co'n10rme 
a las disposiciones específicas que para tales asuntos prevé la ley regla- 
mentaria de la materia, pues al no  existir disposición expresa o ante- 
cedente constitucional o legal alguno que permita diferenciarlas por 
razihn de su contenido o de la materia específica que regulan, no  se 
justificaría la aplicación de las reglas genéricas para unas y las especí- 
ficas para otras. 

P./J. 25/99 
Acción de inconstitucionalidad 10/98. Minoría parlamentaria de la LXVIIP 

Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León. 25 de febrero de 1999. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponen- 
te: Humberto Román Palacios. Secretario: Osmar Armando Cruz Quiroz. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el cinco de abril en cur- 
so, aprobó, con el número 25/1999, la tesis jurisprudencia1 que antecede. 
MExico, Distrito Federal, a seis de abril de mil novecientos noventa y nueve- 

Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 10/98 aparece 
publicada en el Semanario Judirial de [a Frderación y su Gaceta, novena bpora, 
tomo IX, marzo de 1999, phgina 355. 

ACCIdN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SóLO PROCEDE CON- 
T R A  NORMAS GENERALES QUE TENGAN EL CARACTER ZIE 
LEYES O DE TRATADOS INTERNACIONALES. 

Del análisis y la interpretación de la fracción 11 del artículo 105 de  
la Constitución Política de  los Estados Unidos Mexicanos, se advie~te 
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que: a)  Si las acciones de inconstitucionalidad tienen p r  objeto plan- 
tear la posible contradicción entre una norma de carácter general y 
la Constitución, entonces só'lo son procedentes contra normas de carlíc- 
ter general; b) En el propio precepto se habla s6lo de leycs y tratados 
internacionales entendidos como normas de carácter general. Conse- 
cuentemente, las acciones de inconstitucionalidad proceden contra nor- 
mas de carácter general, pero no contra cualquiera de kstas, sino sólo 
contra aquellas que tengan el carácter de leyes, o bien, de tratados 
internacionales. En iguales términos, la Ley Reglamentaria de las frac- 
ciones 1 y 11 del artículo 105 ~o~nstitucional, tratándose de acciones 
de inconstitucionalidad, se refiere únicamente a normas generales, leyes 
y tratados internacionales; por lo tanto, también debe concluirse que 
prevé la procedencia de las acciones de inconstitucio~nalidad exclusi- 
vamente en contra de esas normas. La intención del Constituyente 
Permanente, al establecer las acciones de inconstitucionalidad, fue la 
de instituir un procedimiento mediante el cual se pudiera confrontar 
una norma de carácter general con la Chnstitución y que la sentencia 
que se dicta tuviera efectos generales, a diferencia de lo que sucede 
con el juicio de amparo, en el que la sentencia sólo tiene efectos para 
las partes. No puede aceptarse su procedencia co,ntra normas diversas, 
ya que en tales casos, por la propia naturaleza del acto combatido, la 
sentencia no tiene efectos generales, sino relativos. Por ello, de confor- 
midad con lo dispuesto en los artículos 59 y 19, fracción VIII, de la 
Ley Reglamentaria de las fracciones 1 y 11 del artículo 105 de la Consti- 
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 
artículo lo. de la misma ley y con la fraccih 11 del artículo 105 cons- 
titucional, las acciones de inconstitucionalidad &lo son procedentes 
contra normas de carácter general, es decir, leyes o tratados, y son im- 
procedentes en contra de actos que no tengan tal carácter. 

PJJ. 22/99 
Acción de inconstitucionalidad 4/98. Sergio Manuel Aguilera Gómez y 

otros, en su carácter de diputados integrantes de la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal. 28 de mayo de 1998. Mayoría de ocho votos. Disidentes: 
José Vicente Aguinaco Alemán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y Genaro 
David Góngora Pimentel. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: 
Guadalupe M. Ortiz Blanco y Miguel Angel Ramírez Gonzáiez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticinco de mano 
en curso, aprobó, con el número 22/1999, la tesis jurisprudencial que antece- 
de. México, Distrito Federal, a veintiséis de mano de mil novecientos nwenta 
y nueve. 
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Nota: La ejecutoria y el voto niinoritario relativos a la accibn de inconstitu- 
cionalidad 4/98 aparecen publicados en cl Sen~anario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, novena +oca, tomo VIII, septiembre de 1998, piginas 557 y 653, 
respectivamente. 

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES 

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. EL PLAZO PARA AM- 
PLIAR LA DEMANDA EN C O N T R A  DE U N  HECHO NUEVO 
DEBE COMPUTARSE A P A R T I R  DEL D f A  SIGUIENTE AL EN 
QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIdN DEL A U T O  QUE 
T U V O  POR CONTESTADA L A  DEMANDA. 

Tratándose de controversias constitucionales, el plazo para la presen- 
tacibn de la demanda se establece en el artículo 21 de la Ley Regla- 
mentaria de las fracciones 1 y 11 del artículo 105 de la Constituci6n 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en cuanto a la ampliación 
de la misma, el diverso artículo 27 determina que "el actor podrá am- 
pliar su demanda dentro de los quince días siguientes al de la contes- 
taciGn si en esta última apareciere un hecho nuevo", por lo que si éste 
se conoce con motivo del auto que tuvo por contestada la demanda, el 
precepto debe interpretarse razonablemente en el senti'do de que, aun- 
que diga textualmente "quince días siguientes al de la contestación", 
en realidad, alude al día en el que el actor tenga conocimiento de la 
contestación, pues la literalidad llevaría al absurdo de que el plazo 
empezaría a transcurrir, en perjuicio del interesado, sin que hubiera 
tenido conocimiento del acto que pudiera afectarlo c, incluso, que 
cuando conociera de la contestación y el hecho nuevo, ya no estuviera 
en tiempo de ampliar su demanda. 

Controversia constitucional 32/97. Ayuntamiento del Mu~iicipio de Valle de 
Bravo, Estado de México. 22 de febrero de 1999. Mayoría de nueve votos. 
Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Disidente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Sergio Sal;.ador Aguirre Anpiano. Secretaria: Adela Do- 
mínguez Salazar. 

E l  Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticinco de m a n o  
en curso, aprobó, con el número 15/!9(19, la tesis jurisprudencia1 que ante- 
cede. México, Distrito Federal, a veintiskis de marzo de mil novecientos no- 
venta y nueve. 

Nota: La ejecutoria y el voto particnlar correspondientes n la controversia cons- 
titucional 32/97, aparecen puhiicados en el Srttimnrio J ~ ~ d i c i n l  rlr In F~drmciÓn 
Y SU Gacetc, novena época, tomo IX. marzo dc 1999. piginas 938 v 1124. rcs;>ec- 
tivamente. 
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JURISPRUDENCIA 30 1 

SUSPENSION EN CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. COAr- 
CEPTO DE "ECONOAIÍA NACIONAL" PARA EFECTOS DE SU 
OTORGAhfIENTO (INTERPRETACIóN DEL A R T f C U L O  15 DE 
LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y 11 DEI, 
ARTICULO 105 CONSTITUCIONAL).  

El artículo 15 de la citada ley establece que: "La suspensión no 
podrá concederse en los casos en que se pongan en peligro la seguridad 
o economía nacionales, las instituciones fundamentales del orden jurí- 
dico mexicano o pueda afectarse gravemente a la sociedad en una 
proporcibn mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el 
solicitante". Ahora bien, el concepto de "economía nacional", en su 
connotación de estructura, orden interior o régimen del Estado que 
regula o persigue la satisfacción de las necesidades humanas de sus 
gobernados, se identifica con la organizacibn de las actividades econó- - - 
micas establecidas por el Estado mexicano confo,rme a los lineamien- 
tos de la Constitución Política que lo rige, es decir, con los principios 
rectores del desarrollo económico estatuido en la Ley Fundamental en 
beneficio de todos sus gobernadoe, que es el fin último del Estado. Por 
tanto, sólo se podrá considerar actualizado el supuesto establecido en 
el precepto invocado, si en caso de concederse dicha suspensión se 
lesionaran intereses de la sociedad en general y no en forma particu- - 
larizada de un determinado número de sus miembros. 

Recurso de reclamación 62/98, en el incidente de suspensión relativo a 
la controversia constitucional 35/97. Ayuntamiento del Municipio de San Luis 
Río Colorado, Sonora. 11 de junio de 1998. Mayoría de ocho votos. Ausente: 
Olga María del Carmen Sánchez Cordero. Disidentes: Mariano Azuela Güi- 
trón y Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Luz Cueto Martínez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el diecinueve de  abril en 
curso, aprobó, con el número XX/1999, la tesis aislada que antecede; y de- 
terminó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, 
Distrito Federal, a veinte de abril de mil novecientos noventa y nueve. 

Nota: La ejecutoria correspondiente al recurso de reclamación 62/98, en el 
incidente de suspensión relativo a la controversia constitucional 35/97, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federacidn y su Gaceta, novena kpoca, 
tomo IX, febrero de 1999, piigina 352. 
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JURISPRUDENCIA 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS. LEGALZZACIóN DE 
LOS. 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 20., 30., 40. y 50. 
de la Convención por la que se Suprime el Requisito de Legalización 
de los Documentos Públicos Extranjeros, suscrita pomr el gobierno de 
México y aprobada por la Cámara de Senadores del Congreso de la 
Unión, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa- 
ción de diecisiete de enero de mil novecientos noventa y cuatro, pro- 
mulgado y publicado para su debida observancia por el presidente de 
la República, en el mismo medio de difusión el catorce de agosto de 
mil novecientos noventa y cinco; la única formalidad que se exige para 
la eficacia probatoria de dichos instrumentos, es que contengan la 
"apostilla" correspondiente, puesta por la autoridad competente del 
Estado de donde emane ese instrumento. Luego entonces, si un docu- 
mento con la característica anotada, carece de dicha formalidad, es 
inconcuso que no se le puede conceder valor probatorio alguno, y por 
tanto no es apto para justificar lo que con él se pretende. 

PRIMER TRIBUXAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO 
XIX.10. J/7 

Amparo en revisión 394/96. Guadalupe Pulido García. 29 de enero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Alberto Arias Murueta. Secretaria: 
Gabriela Maldonado Esquivel. 

Amparo en revisión 307/97. Carlos Gana López. 5 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Alberto Arias Murueta. Secretario: 
Pedro Gutiérrez Muñoz. 

Amparo en revisión 412/97. Eduardo Loa de Hoyos. 12 de septiembre de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente : Aurelio Sánchez Cárdenas. Secretario : 
Gonzalo H. Carrillo de León. 

Amparo en revisión 826/97. Nelly Calderón Salas. 22 de octubre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Gómez Molina. Secretario: Ramón 
Zúñiga Vera. 

Amparo en revisión 40/98. Rosendo Arturo Cavazos Heredia. 20 de enero 
de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Gómez Molina. Secretario: 
Ramón Zúñiga Vera. 

Vease: Semanario Judicial de la Fedemcidn y su Gaceta, novena época, tomo 
IV, noviembre de 1996, página 431, tesis XV.lo.21 C, de rubro: "DOCUMENTOS 
PÚBLICOS PROVENIENTES DEL EXTRANJERO. PARA QUE TENGAN VA- 
LIDEZ EN EL PAfS REQUIEREN DE LA 'APOSTILLA' QUE EXIGE LA 
CONVENCION PROMULGADA EN EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIA- 
RIO OFICIAL DE LA FEDERACIdN DE FECHA CATORCE DE AGOSTO DE 
MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CINCO". 
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